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LA REFORMA PRESUPUESTARIA

l s i do ro  San tana*

¿ P o r  q u é  e l  p r e s u p u e s t o  d e b e  s e r  a p r o b a d o  y
s u p e r v i s a d o  p o r  l o s  ó r g a n o s  r e p r e s e n t a t i v o s  d e  l a
soc iedad?

En la  soc iedad hay a l  menos dos t ipos de inst i tuc iones
cuyas operaciones fundamentales se realizan con dinero de
la c iudadanía:  los bancos y  e l  Gobierno.  A d i ferencia de
cualquier  o t ra persona o ent idad,  admin is t ran recursos que
no le  per tenecen.

En e l  caso de los bancos,  e l  d i lero suele l legar les
mediante depósi tos vo luntar ios de los ahorrantes,  los cuales
lo hacen por  su propio r iesgo.  No obstante,  se admi te que e l
uso que hagan de dichos recursos no debe dejarse plenamente
a merced del buen juicio de los administradores, sino que
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debe estar sujeto a una serie de normas y a una supervisión
muy estricta de parte de una autoridad que actúe como
garante del bien público.

En adición, se considera que la ciudadanía debe contar
con informaciones muy claras y precisas sobre el uso de
dichos recursos y sobre la situación f inanciera de los bancos,
a f in de que pueda minimizar su r iesgo al momento de tomar
la decisión de depositar.

En  e l  caso  de l  Gob ie rno  es  d i f e ren te ,  pues  l a
administración de estos fondos no le ha sido confiada
voluntariamente por los propietarios de esos recursos, sino
que se le ha conferido un poder coercit ivo para recabarlos de
los miembros de la sociedad civi l .

La forma como surgió ese poder coercit ivo no es casual.
Surge cuando, en su proceso histórico de desarrol lo, la
sociedad humana l lega a la convicción de que es conveniente,
por razones económicas y sociales e incluso hasta de t ipo
mil i tar, que una parte de sus recursos sean gastados de
manera colectiva, en vez de manera individual. Y la
representación de esa colectividad se confiere al Estado.

Pero al mismo t iempo que se le otorga ese poder de
imper io ,  en todas par tes se le  impone una l imi tac ión
termin¿a1s:  y  es que las fuentes de procedencia de los
recursos que la sociedad ha de poner en manos del Gobierno,
la forma cómo serán recaudados, la cuantía y el destino que
se dará a los mismos, t iene que ser objeto de conocimiento
previo, discusión y aprobación por parte de los órganos
representativos de esa sociedad. Por eso, de acuerdo con la
más pura tradición democrática, se considera crucial que el
presupuesto f iscal sea aprobado por el Congreso Nacional.
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Pero no sólo discutido y aprobado, sino que también su
ejecución ha de ser objeto de un riguroso control por parte
de un organismo (una Contra lor ía  Nacional )  que debe
func iona r  con  abso lu ta  i ndependenc ia  ope ra t i va  de l
Ejecutivo.

Tradic ionalmente,  s in  embargo,  ha resul tado ev idente
que la  Repúbl ica Domir icana no cuenta con los mecanismos
legales e inst i tuc ionales que v iab i l icen una par t ic ipac ión
aceptable de la  soc iedad en la  def in ic ión de las pr ior idades
conforme a las cuales han de as ignarse los recursos públ ico s .

La  t rad i c ión  p resupues ta l  domin i cana

Cuando se anal iza la  t rad ic ión domin icana,  resul ta  obv io
que  e l  Gob ie rno  p re f i e re  evad i r  esa  pa r t i c i pac ión  y
superv i s ión ,  a  f i n  de  mane ja r  l os  fondos  con fo rme  a
preferencias personales.  La autocrac ia que impera en e lpaís
ha viabil izado que el Ejecutivo casi siempre se las ha arreglado
p a r a  e l u d i r  e l  c o n o c i m i e n t o  p r e v i o  y  l a  a p r o b a c i ó n
congres ional  de l  uso que se dará a d ichos recursos.

Para e l lo  se han ideado fórmulas.  Así ,  aunque es c ier to
que la  Const i tuc ión y  las leyes obl igan a que e l  presupuesto
públ ico sea somet ido cada año a la  aprobación congres ional ,
y  se ind ican los p lazos y  procedimientos para la  formulac ión
y aprobación de los p lanes de gastos públ icos,  tanto la
misma Ley como las práct icas admin is t rat ivas,  de jan abier tas
múl t ip les pos ib i l idades para que los fondos sean as ignados
poster iormente en base a ot ros cr i ter ios.

De esta forma,  la  práct ica de muchos años ha dado lugar
a d iscrepancias tan grandes entre lo  aprobado y lo  que
después se ejecuta, que permite afirmar que la Ley no oasa
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de ser "un simple ped,azo de papel". En definitiva, en el
resul tado só lo cuentan los deseos y preferencias del
Ejecutivo. Por tanto, es como si no exist iera la Ley.

Por ejemplo, en 1994la Ley autorizaba a la Presidencia
a disponer de RD$2,909 mil lones y se estima que gastó más
de RD$12.000 mil lones. Al revés. a la Secretaría de
Agricultura la Ley le asignaba un monto de RD$2,856
mil lones y en la práctica no alcanzó a recibir ni RD$900
mil lones.

Diferencias de ese t ipo son muy frecuentes, afectando
de manera adversa, en part icular, el gasto en los servicios
s o c i a l e s ,  p a r a  d a r  p a s o  a l  a m b i c i o s o  p r o g r a m a  d e
construcción. Y esto se ha convert ido en una práctica que
se repite año tras año, sin que el propio Congreso esté
consciente del grado de incumpliento de la Ley que aprueba.

Así ,  cada año en e l  país  se as ignan sumas i r r isor ias a
aquel los programas que mundia lmente se consideran de a l ta
pr ior idad humana,  cuando los pat rones in ternacionales
aconsejan que no menos del 5oA del PBI debería estarse
dedicando a estos f ines.

Fórmulas comunes para bur lar  la  Ley

l. El primer paso fue hacer aprobar una Ley Orgánica
de Presupuesto ( 1969), que otorga al Ejecutivo un absoluto
poder discrecional sobre el uso de los excedentes que se
generen sobre el monto de ingresos consignados en el
presupuesto de cada año.

El paso siguiente consiste en hacer que surjan esos
"excedentes". El procedimiento es hacer consignar en el
instrumento legal un monto de ingresos ordinarios muy
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inferior al que se espera que sean recibidos conforme a las
técnicas de previsión económica, de modo que en la práctica
se genere un excedente. De esta forma, mediante el uso
discrecional de los l lamados excedentes presupuestarios, el
Presidente solía manejar gran parte de los fondos públicos
hasta años rec ientes.

2. Posteriormente fueron surgiendo otras fórmulas: Una de
ellas consiste en incorporar al presupuesto un monto excesivo
de recursos externos,  y  especia l izar los para gastos en los
sectores priori tarios como agricultura, energía, r iego, etc.
pero condic ionados a que se rec iban unos fondos que,  de
antemano, se sabe que no serán recibidos.

Se t ra ta de abul tar  e l  presupuesto,  buscando que luzca
real is ta  y  at ract ivo a los que deben sancionar lo .  En tanto
estos fondos no sean desembolsados,  la  Ley no compromete
al  Gobierno a e jecutar  esas acc iones,  aunque por  ot ro lado
haya excedentes de los recursos in ternos.  Esto le  permi te a l
Ejecutivo especial izar los recursos internos, que sí se van a
rec ib i r ,  en aquel los gastos de su preferencia.

3.  Pero con e l  paso del  t iempo,  v is to que en la  práct ica e l
Congreso Nacional  nunca se ha in teresado por  f isca l izar  s i
se está e jecutando la  Ley que aprobó a l  comenzar  e l  año,  n i
cuenta con los mecanismos insti tucionales para hacerlo, el
G o b i e r n o  h a  o p t a d o  p o r  n i  s i q u i e r a  r e s p e t a r  t a l e s
fo rma l i smos ,  s ino  que ,  una  vez  ap robada  la  Ley  de
Presupuesto,  se o lv ida de la  misma,  as ignando los recursos
discrec ionalmente

Sea por la vía que sea, lo cierto es que se ha hecho
práctica habitual que la Presidencia maneje a su discresión
más del 50%o de los recursos públicos. Que su asignación
responda o no a la  rac ional idad económica o a las
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conveniencias polít icas o económicas de grupos cercanos al
Presidente, es algo que queda a merced de la buenavisión del
Ejecutivo. Pero, ni siquiera se puede asegurar que se siga
un proceso técnicamente aceptable para la toma de decisiones.

Quizás lo más lamentable es que, aparentemente, en esta
práct ica e l  Poder  Ejecut ivo cuenta con la  ev idente
complicidad de los propios legisladores, que en ningún
momento han intentado establecer algún mecanismo de
fiscalización sobre la ejecución presupuestaria.

4. Ahora bien, la más extraña fórmula usada por el Gobierno
Dominicano consiste en manejar clandestinamente cuentas
especiales en moneda extranjera. Esto constituye una clara
violación de la Ley. Dichas cuentas se nutren de impuestos
y contribuciones que se cobran en dólares, tales como las
procedentes del Contrato con la Falconbridge, los derechos
consulares, tarjetas de turismo, derechos de uso de los
puer tos y  aeropuer tos,  e tc .

Estas cuentas las maneja directamente el Presidente de
la República, al margen del presupuesto. Pero lo peor en
este caso, es que ni siquiera a posteriori  se informa a la
sociedad acerca de cuánto se recibió, ni la procedencia, ni el
destino que se dió a esos recursos, ni aparecen en las
estadísticas de ingresos y gastos públicos que se publican y
de donde se nutren los análisis de los economistas v los
pol í t icos.

Ocasionalmente, pero al margen de los procedimientos
formales de divulgación de los datos de f lnanzas públicas, el
Gobierno ha publicado aspectos parciales sobre dichos
fondos. En 1989 se divulgó en espacio pagado en la prensa
nacional un l istado de desembolsos con los aportes del
Contrato con la Falconbridse. Más recientemente. desde
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f inales del año pasado, la Tesorería Nacional suele publicar
dando cuenta de algunos desembolsos. Por ejemplo, el
pasado dia 6 de Julio se divulgó del uso de unos US$8.8
mil lones gastados en mayo.

Pero resulta que desde 1986, el Poder Ejecutivo ha
manejado en estas cuentas alrededor de 900 mil lones de
dólares, equivalente, al t ipo de cambio actual, a cerca de
RD$ 12,000 mil lones.

C o n s i d e r a n d o  e s t a s  m a g n i t u d e s  s u r g e n  v a r i a s
interrogantes: ¿Por qué ese dinero no ha sido incluído en el
presupuesto nacional? ¿Por qué su uso no ha sido conocido
por  e l  Congreso? ¿Por qué los datos de las recaudaciones
por  estos impuestos y  contr ibuc iones no aparecen en las
estadísticas de ingresos f iscales? ¿Por qué estas cuentas han
sido manejadas de manera secreta, si¡ dar ninguna explicación
a la ciudadanía?

La falta de respuestas refleja las debil idades de nuestro
aparato insti tucional. Recordemos que en América Latina
se han visto casos recientes de presidentes destituidos y
sometidos a la justicia por haber manejado clandestinamente
unos pocos mi l lones de dólares.

Se requiere una urgente reforma presupuestar ia

Obviamente que la sociedad civi l  no debería permit ir
que los fondos públicos sean administrados de esta forma.
Esto atenta contra su derecho a part icipar en la decisión de
qué hacer con su dinero; atenta también contra la racionalidad
en la asignación de los recursos de la Nación, contra la
institucionalización del país, la modernizacion del Estado y
el desarrol lo nacional.
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Por eso consideramos apropiado el momento para llamar
la atención de la ciudadanía en general, y de los legisladores
en particuiar, sobre la necesidad de llevar a cabo una de las
reformas económicas más imperiosas para la sociedad
dominicana: aquella destinada a devolver a la sociedad el
derecho de part icipar en la decisión de qué hacer con sus
recursos, a fin de convertir el presupuesto fiscal en un
verdadero instrumento de desarrollo económico v bienestar
soc ia l .

El presupuesto nacional es el más importante de todos
los instrumentos que existen en polít ica económica y el más
poderoso medio para inf luir en el bienestar social. La
reforma presupuestaria t iene que verse como parte integral
de  l a  re fo rma  de l  Es tado ,  pa ra  demo c ra t i za r l o ,
descentralizarlo y ponerlo a tono con los requerimientos del
desarrol lo en esta época.

En tal sentido, se requiere una nueva Ley de Presupuesto,
en la que se reformen los mecanismos de formulación,
conocimiento y aprobación del monto, origen y destino de
los fondos públicos.

Lo primero es que la formulación esté a cargo de un
verdadero Consejo Nacional de Desarrol lo, part icipativo,
que incluya miembros representativos de la sociedad civi l ,
además del Gabinete y parte del Congreso Nacional.

Lo segundo es que en la previsión de ingresos se
expliciten las técnicas de análisis económico en que se basa
la estimación, incluidos los elementos que influyen en el
monto de los ingresos, tales como incremento del PBI, tasa
de inflación pasada y esperada para el año que se presupuesta,
t ipo de cambio y precios previstos de los bienes que
determinan ciertos ingresos. La intención es evitar que en
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la proyección de ingresos aparezcan cifras divorciadas de la
realidad, sin ninguna explicación del por qué de dichas
estimaciones.

También debe el iminarse el poder discrecional que se
otorga al Ejecutivo para gastar los "excedentes", a f in de
evitar que se hagan formulaciones amañadas para hacer
aparecer tales "excedentes" con la única intención de burlar
la  Ley.  Además,  se debe d isponer  que todos los fondos
recibidos por el Estado por medio de tr ibutos se registren en
las cuentas del  presupuesto.

En adición , laLey debe obligar a someter a la aprobación
c o n g r e s i o n a l  l o s  p r e s u p u e s t o s  d e  l a s  i n s t i t u c i o n e s
descentral izadas cuyo funcionamiento demande recutsos
apor tados por  los contr ibuyentes.

También debe contemplar  sanciones c laras para los
func ionar ios que par t ic ipan en la  as ignación de los recursos
públicos y que lo hagan sin sujetarse al mandato congresional.

Con t ra lo r ía  que  responda  a l  Congreso  Nac iona l

P e r o  l o  m á s  i m p o r t a n t e  e s  c r e a r  u n a  v e r d a d e r a
C o n t r a l o r í a  G e n e r a l  d e  l a  R e p ú b l i c a ,  d e b i d a m e n t e
tecni f icada,  independiente del  Poder  Ejecut ivo,  con la
responsabil idad fundamental de f iscalizar el cumplimiento
del  mandato congres ional  expresado en la  Ley de Ingresos
y Gastos Públicos.

Algunas considerac iones sobre e l  n ive l  y  la  est ructura
de los ingresos y  gastos públ icos

Al  margen de las reformas legales,  debemos tener
presente que nuestro sistema presupuestario requiere cambios
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radicales en lo relativo a la cuantía y la asignación de los
recursos. La más importante responsabil idad del Estado es
prestar servicios públicos a la ciudadanía. En adición, se
requiere de un esfuerzo titánico para la formación del capital
humano que demanda el desarrol lo ypara reducir la pobreza.

Lo anterior exige elevar la cuantía del gasto estatal y
reor ientar  su dest ino.  E l  n ive l  de gasto públ ico es
relativamente bajo en la República Dominicana, si se compara
con otros países ya que, históricamente, se ha mantenido
bastante por  debajo del20%o del  PBI .

De hecho, el gasto público ha estado por debajo del l5o/o
del PBI en los últ imos diez años, excepto recién a part ir de
1992. Esto úit imo, debido a que algunas reformas en el
régimen tributario permitieron al fisco elevar sustancialmente
sus ingresos. El gasto destinado a las funciones sociales es
también sumamente bajo, aunque es de observar que se han
registrado progresos notables en los últ imos tres años.

El aumento de la carga f iscal en años recientes, permit ió
al Gobierno destinar algunos fondos adicionales a ciertos
se rv i c ios  púb l i cos ,  poner  un  poco  de  o rden  en  sus
compromisos internacionales, y aún manejarse con cierto
superávit de caja.

Pero es bueno aclarar que las bases en que se sustentó
dicho aumento son muy frágiles, pues descansa en dos
impuestos indirectos que afectan mucho la competit ividad
de la economía. como son el diferencial de los ccmbustibles
y los aranceles a las importaciones. Los mismos han estado
aportanto la mitad de las recaudaciones tr ibutarias de los
últ imos años.

La recaudación de los demás impuestos no ha tenido el

1 5 4



impacto que se había previsto. La tendencia después de
1994 ha sido a que vuelva a bajar la presión f iscal. Y como
la dependencia de los aranceles y el diferencial constituye
una deformación del sistema de f inanciación pública, existen
presiones o circunstancias que obligarán a bajarlos.

Siendo así ,  e l  país  deberá segui r  readecuando sus
sistemas tr ibutario y arancelario a los nuevos requerimientos
del  desarro l lo ,  sobre todo,  enfocando la  atenc ión en lograr
una mayor competit ividad de la economía e inserción en el
mercado in ternacional .  Desde ese punto de v is ta,  es de
prever  en los próx imos años a lgunas reducciones adic ionales
de los aranceles, aunque no se visualizan en el muy corto
plazo, y también en el diferencial apl icado al precio de los
combust ib les.

Lo anter ior  qu iere deci r  que e l  Estado tendrá que
esforzarse en los próx imos años por  consegui r  v ías que le
permi tan mantener  e l  n ive l  rea l  de las recaudaciones f isca les
a t ravés de t r ibutos in ternos que no afecten la  pos ic ión
compet i t iva del  país .  E l  medio más expedi to  para e l lo  será
un esfuerzo por  mejorar  la  capacidad de gest ión de la
admin is t rac ión t r ibutar ia ,  a  f in  de ampl iar  e l  un iverso de
contr ibuyentes y  contro lar  la  evasión

Sin embargo,  es prev is ib le  que se presente la  necesidad
de  aumen tos  ad i c iona les  de  l as  tasas  cob radas  po r  e l  ITB IS ,
a lgunos impuestos se lect ivos a l  consumo.  así  como las
contr ibuc iones a la  segur idad soc ia l ,  como forma de lograr
por  esta v ía f inanciar  gran par te del  gasto soc ia l .

S i  b ien una de las grandes tendencias actuales de la
economía es hacia una par t ic ipac ión decrec iente del  gasto
públ ico en la  soc iedad,  se reconoce que hay determinados
nive les por  debajo de los cuales reduci r  e l  gasto públ ico
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podría ser contraproducente a los f ines de promover el
desarrol lo y de lograr una mayor equidad.

Esto así ,  porque l levar  a cabo una pol í t ica soc ia l
encaminada a el iminar o atenuar la pobreza, a elevar los
niveles de vida de la población y a formar los recursos
humanos que exige la inserción exitosa del p aís en las nuevas
corr ientes de la  economía mundia l ,  demanda que una
proporción apreciable del PBI sea destinada a los servicios
de educación, salud y bienestar social.

Por otro lado, sin una base crít ica de recursos f iscales no
es posib le  que se desarro l le  una capacidad de gest ión
adecuada del  aparato gubernamenta l ,  con inst i tuc iones
capaces de programar y ejecutar la prestación de servicios
públicos con sentido de eficiencia, de administrar efizcamente
programas y proyectos,  de apl icar  cabalmente las pol í t icas,
de controlar bien el destino de los recursos e, inclusive, de
hacer  cumpl i r  las leyes e impar t i r  just ic ia .

De hecho,  la  escasa capacidad para formular ,  e jecutar  y
admin is t rar  programas y pol í t icas por  par te del  gobierno,  es
perc ib ido como uno de los grandes obstáculos que f renan la
puesta en marcha de in ic ia t ivas y  pol í t icas de desarro l lo
humano de manera sostenida.

Del mismo modo, si el gasto público es muy bajo, el
E,stado sólo podría estar en condiciones de aportar la cuota
que le corresponde en la creación de la infraestructura que
exige e l  desarro l lo  s i  abandona sus tesponsabi l idades
primarias, como ha ocurrido durante gran parte de nuestra
historia reciente.

Ahora bien, que el gasto público total sea una fracción
aprec iable del  PBI  es una condic ión necesar ia ,  pero no
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suficiente para que se pueda emprender una gestión social

efectiva. Una segunda condición es que se cambie la

es t ruc tu ra  de  gas tos ,  de  modo  que  e l  p resupues to
gubernamental sea concebido como un instrumento al servicio
del desarrollo social, destinando una proporción grande de
los gastos a los sectores sociales.

Esto requiere un notable cambio en la estructura de
gastos. Un pesado fardo que el Estado t iene que quitarse de
encima es el que representan las pérdidas de las empresas
estatales, que absorben recursos que deberían destinarse a
otros f ines más nobles.

También es necesario que, dentro de las funciones
sociales, sean identif icadas y se les asigne la más alta
pr ior idad a aquel las que posean mayor  efect iv idad en
beneficiar a la población más pobre o en lograr los objetivos
del desarrol lo.

La cuarta condición es que el aparato burocrático del
Estado opere con eficiencia para identiñcar las verdaderas
necesidades y los verdaderos necesi tados,  d iseñar  p lanes
efectivos, lograr que los recursos alcancen el destino previsto
y que los programas cumplan eficazmente su función.

Todos estos aspectos escapan a lo  que es la  reforma de
la Ley de Presupuesto, pero son fundamentales para que el
Estado pueda jugar un rol signif icativo en pro del desarrol lo
y tendrán que ser tomados en cuenta por nuestros polít icos
y dirigentes.
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RESUMf,N DEL DEBATf, f ,N EL PRIMtrR
FORO DE POLITICA ECONOMICA

Efraín Laureano, USAID

Rolando Reyes habló de un supuesto sobre los costos
que  ten ía  l a  ap robac ión  de  l a  l ey  en  té rm inos  de l
empeoramiento de la distribución del ingreso y parte del
supuesto de que unavez la reforma se de, la gente va a tener
que pagar electr icidad y por ende va a ser un costo adicional.
Yo le exhorto que complete esa idea con el efecto que
tendría el abastecimiento de la energía eléctr ica en el
florecimiento de las microempresas que en su mayoría están
compuestas por sectores pobres y que muy probablemente
los efectos posit ivos superarían el detr imento de la
distr ibución del ingreso.

Dado el panorama de reformas que Jaime Aristy presenta
y con el cual yo me identif ico bastante, ¿qué pueden hacer
los economistas para ayudar a los tomadores de decisiones,
en un momento crít ico como este en que se encuentra la
República Dominicana con un proceso eleccionario en el
1996, para enfocar un programa de reforma mínimo, el cual
sea realista?, es decir, ¿cómo priorizar las reformas? Porque
como tu planteaste, el país está en pañales en términos de
la profundización de todo tipo de reformas estructurales y
sería i lógico pensar que el país pueda enbarcarse en un
proceso que abarque todas esas reformas, dada la falta del
interés y la dejadez en el país. ¿Cómo se puede l legar a un
compromiso que resulte en un programa mínimo que permita
al país ayanzar en el corto y mediano plazo?.
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Pável Isa Contreras, CIECA

En la exposición sobre la apertura tengo la impresión de
que se hizo mucho énfasis en los costos de no abrir versus
los beneficios de la apertura. No se hizo énfasis en el
tránsito. Creo que no hay mucha discusión en relación a si
la economía se abra o no, creo que sí, que hay un acuerdo
hasta dónde, pero no se consideró mucho la cuestión del
tránsito, y creo que es una cuestión fundamental. Ignorar el
tránsito implica embarcarse en un enfoque teórico muy
neoclásico en donde automáticamente se abra la economía
y todos los recursos f luyan rápidamente de un sector a otro.
Las empresas y los recursos que están invert idos en los
sectores que estaban protegidos, y que no t ienen ventaja
comparativa, f inalmente salen y van hacia los sectores donde
hay ventajas comparativas, léase en este caso zonas francas,
turismo, agroindustria, y otras actividades. Sin embargo,
eso t iene un costo muy alto, generalmente la teoría neoclásica
no toma en cuenta las barreras en la movil idad de los
factores. Todos sabemos que desmantelar una fábrica y
operar otra no es cosa fáci l ,  es un proceso muy caótico. No
estamos diciendo por supuesto que porque esos costos
existen, vamos a mantenernos ahí, lo que estamos diciendo
es que ese tránsito hay que tomarlo muy en cuenta. No es
lo mismo hacer la apertura de una forma o hacerla de otra
forma. Yo creo que ahí es en donde tenemos que enfocar la
cosa. Si lo hacemos en ese marco tan estr icto donde no hay
costos y vamos a suponer que loszapateros se convierten en
bartenders y, automáticamente, los empresarios que estaban
en fábricas de enlatados se convierten en hoteleros sin
costos alguno, entonces creo que no t iene sentido; sin
ignorar los altos costos que implica seguir posponiendo.
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Ramón Flores, Fundación Tecnológica

Cuando uno se va poniendo viejo, uno apela mucho al
dato histórico, y este es fundamental para el análisis de los
problemas del Estado y quiero concentrarme en el problema
de la ley de electricidad porque he estado inmerso en esa
situación.

La ley, por ejemplo, propone precios l ibres de energía
para todo el mundo. En Europa los precios l ibres de energía
eléctrica se aplicaron una vezla crisis energética forzó un
programa de concertacion y hoy en Europa hay exceso de
energia.

La ley se propone, además, de precios l ibres, que el
precio de generación va a ser establecido por ki lo, pero eso
lo propusieron los Chilenos, pero en Chile no opera asi.

Se está hablando del costo del desabastecimiento. Yo
puedo entender el problema del desabastecimiento de dos
maneras: fijar los precios y luego dejarlo a la fuerza del
mercado. Nosotros podemos establecer la brecha y con la
energía que disponemos en estos momentos desaparece el
desabastecimiento. Eso es una propuesta correcta, pero
Estados Unidos no lo hizo asi, ni Francia, ni Alemania, ni
Japón lo hizo asi. Entonces esa propuesta me trae una gran
procupación,  porque s i  aquel los no lo  h ic ieron as i  y
resolvieron sus problemas eléctr icos, ¿lo podemos resolver
nosotros por ese lado? Porque esa es la propuesta de la ley,
no es costos marginales, el costo marginal es un mecanismo
teórico de controlar los precios. Quizas en todo el proceso
de reforma nosotros estamos contemplando 1o que podrían
ser  p lanteamientos muy teór icos.  Señores,  pero hay
experiencias históricas. Traigo esto simplemente como una
gran preocupación porque creo que el proceso de reforma es
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inevitable. Yo creo que es un buen tema de discusión, pero
primero hay una gran inconsistencia en el interior del proceso.

Ne lson  Suarez ,  IDDI

Cuando hablaba Ja ime Ar is ty  de todos los e lementos de
las reformas,  las que se han completado y las que no,  yo me
puse a tomar a lgunas anotac iones en torno a l  concepto de
reforma y me ha preocupado s iempre e l  hecho de que en la
Repúbl ica Dominicana hemos caido en e l  formal ismo de la
reforma.  Yo saqué t res aspectos fundamenta les que son
determinantes en cualquier  t ipo de reforma,  sea pol í t ica,
económica,  soc ia l .

Un pr imer  aspecto son los de caracter  formal :  leg is lac ión,
reg lamen tac ión ,  e t c . .  Un  segundo  g rupo  de  aspec tos  son  l os
opera t i vos ,  es  dec i r  l os  recu rsos  económicos  y  l os  recu rsos
humanos  pa ra  rea l i za r  l as  re fo rmas  y  l os  mecan ismos
adminis t rat ivos y  un tercer  grupo de aspectos son los
pol í t icos:  vo luntad para real izar las reformas,  la  s i tuac ión
insti tucional para garantizar la reforma y los mecanismos de
decis ión para implementar  la  re forma.

Lo que se ha hecho en la  Repúbl ica Dominicana en los
úl t imos c inco años ha s ido mucho formal ismo.  No es que se
ha pospuesto o que se le  ha quer ido dar  de larga a un
elemento c lave dentro del  conjunto de las reformas que es la
reforma pol í t ica;  es que la  soc iedad domin icana en términos
pol í t icos se ha quedado rezagada.  Yo puedo reformar e l
arancel  y  poner lo  en un 5% y s i  sucede cuando e l  gobierno
necesi ta  200 mi l lones para pagar les a los contrat is tas,  e l
director general de aduanas dice que hay que aumentarle a
todas las mercancias un 20%. entonces no sirve la reforma.
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Esther Hernández, CIPAF

Estamos de acuerdo en que es necesario e imprescindible
que la economía dominicana pase por el proceso de reforma
y que ese proceso se profundice,  pero cuando estamos
hablando de los costos y los beneficios, estamos hablando de
los costos y  beneñcios,  ¿para quién?.

Estamos asumiendo una poblac ión homogénea y me
preocupa que en mucha par te de la  exposic ión de Ja ime
Aristy se nota mucha l inearidad en los argumentos. Cuando
estamos hablando por  e jemplo de la  reforma labora l ,  porqué
enfatizamos más en la parte de los salarios minimos. El
salario mínimo real según lo presentado es el cuarto más alto
en Lat inoamér ica,  pero tengo pesos.  Los cambios t ienen
que ser  permanentes y  por  qué no hacer  énfas is  en los
cambios en la  product iv idad,  porque la  product iv idad es
educación y  sa lud y  además par t i r  de la  s i tuac ión que hay
ahora mismo,  no es lo  mismo la  product iv idad que t ienen la
mujeres microempresarias que la que t iene los hombres en
los sectores más d inámicos de la  economía.  O sea,  que
tenemos que par t i r  de l  contexto de cada país y  eso a mí  me
preocupa mucho.

Ra fae l  f sp ina l ,  Conce r tac ión  Democrá t i ca

Por qué enfatizar en los salarios y no en la productividad
de los t rabajadores y  e l  problema que representa esto en la
productividad del capital. Creo que es un error hacer énfasis
en los sa lar iosy en e l  e fecto que puede tener  la  re forma.  Los
salarios no pueden tomarse en cuenta en 149 dólares, es un
número para las empresas de alta productividad y las empresas
de zonas francas. No es un número que representa la
economía.  Igual  tomaríamos e l  arancel  de las zonas f rancas
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que es cero para promediar el arancel con América Latrna.

Si tomamos el arancel de las zonas francas que es un sector

muy importante de la economía dominicana, promediemos

con el resto de los aranceles y se verá que no te va a dar el

arancel promedio que si tomaras los aranceles normales. Si

tomas las zonas f rancas como un sector  product ivo,  e l
promedio será otro. No me tomen el salario de zona franca
como el salario mínimo de la República Dominicana con un
salar io  de 2.070.  no es en absoluto e l  mín imo en e l  sector
in formal ,  pequeña empresa y los grandes empleadores como
el  Gobierno Centra l  que t iene un25Ya más de empleados que

todas las zonas f rancas en su conjunto y  más empleados
jun tos  que  l as  zonas  f rancas  y  l as  empresas  de  a l t a
product iv idad que son las que pagan e l  sa lar io  mín imo.  Es

deci r ,  no se puede radica l izar  las cosas,  porque después se
desinforma.

Por  ot ro lado,  las reformas t raen consecuencias pol í t icas,
soc ia les ,  económicas .  Yo  c reo  que  cada  vez  hay  que

retomar e l  proceso de t rans ic ión.  Yo he estado involucrado
di rectamente en t res de las pr inc ipa les reformas.  la  re forma
tr ibutar ia ,  la  re forma arancelar ia ,  la  re forma labora l  y  ahora
estoy involucrado en la  reforma munic ipa l  y  las cuatro han
cos tado .  La  ú l t ima  no  ha  l l egado ,  y  no  c reo  que  l l ega rá  en
todo este t iempo,  pero las t res pr imeras han ten ido un costo
económico a l to ,  un costo soc ia l  y  un costo pol í t ico y  creo
que e l  problema es la  t rans ic ión y  no radica l izar  las reformas
y no buscar  pat rones que radica l icen e l  proceso.

Yo creo que la  reforma t iene que pasar  por  un proceso
de transición. La reforma f inanciera está paral izada por un
aspecto pol i t ico:  qu ieren poner  a l  gobernador  por  4 años
inamovible, ra dical izando entonces un a sp ect o in signif i  cant e
de la reforma.
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Gabriel del Río, CASC

El problema más significativo que ha mencionado el
señor Aristy, es el del salario: o se aumenta la productividad
o se bajan los salarios. Nos plantea una disyuntiva que solo
tiene sentido dentro del marco del neoliberal i l ismo que odia
al hombre, al cual no le interesa el ser humano.

Cómo podemos hacer  comparac iones por  e jemplo con
otrospaises quenuestro sa lar io  esta enU$149.00,  más a l to ,
cuando en definit iva el poder adquisit ivo de los trabaj adores
es uno de los más miserables de America Latina. Las
estadísticas nos dicen a nosotros que en toda América
Latina, la República Dominicana es donde más ha bajado
extraordinariamente el poder adquisit ivo del trabajador y la
con dicion es del trabaj ado r son violentamente infrahumana s.
El  PNUD, a cada rato nos recuerda e l  aumento de la  pobreza
crít ica en la República Domincana y todavía se atreven a
proponer  una reducción del  sa lar io .

Hay que reducir el salario o aumentar la productividad,
pero cómo vamos aumentar la productividad en un trabajador
que no está contento con el salario que gana, con un
trabajador que no t iene seguridad social, en un trabajador
que la famil ia no t iene atenciones médicas, en un trabajador
que apenas puede comer, en un trabajador que no t iene las
condiciones mínimas para poder producir humanamente
hablando y todavía se le quiere reducir el salario.

Para aumentar  la  product iv idad hay que tener  un
trabajador bien pagado, un trabajador contento, un trabajador
que tenga resuelto el problema de la seguridad social y de la
seguridad de sus famil iares, un trabajador que tenga
posibi l idad de al imentarse a ély a sus famil iares, un trabajador
que tenga e l  problema de la  educación resuel to ,  e tc .
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Reduzcamos los salarios para que vengan más empresas
al país, ese es el di lema del trabajador, del asalariado de este
país. Más explotación, más miseria, más desnutrición, más
hambre, más inseguridad social. ¿Cuál es el fondo a donde
queremos l levar este país? ¿A dónde nos quieren l levar los
neoliberales?.

Rolando Reyes,  CIECA

Yo solo quiero referirme a dos aspectos mencionados
aquí. Primero, la electr icidad más cara en el mundo es la que
no hay, y este trabajo lo que refleja es esto, ¿qué signif ican
estas cifras en la práctica? Son las velas que la gente van a
comprar, los inversores, la gasolina, las plantas lo que la
gente va a hacer  para asegurarse y  tener  la  e lect r ic idad.

En relación a la exposición de Ramón Flores, es increible,
yo se que mucha gente no lo ha visto así, es si la CDE fi ja los
precio atendiendo a la condiciones no hubiera problema el
mercado estuv iera despejado,  e l  mercadoestuv iera en
equi l ibr io ,  pero mucha gente no tuv iera acceso a la
electr icidad porque de seguro que la electr icidad de República
Dominicana fuera una de la más caras del mundo, es un
enfoque de resolver el problema. En lo estratégico, entonces
vamos a ver ,  una vez que se apruebe e l  proyecto.

Ja ime Ar is ty ,  Fundación Economía y Desarro l lo

La exposición del señor Gabriel del Rio corrobora mis
señalamientos relacionados con el salario real en la República
Dominicana. El salario real en nuestro país es bajo, pero por
otro lado la productividad del trabajador ha estado en
descenso también. Si no mejoramos la competit ividad
tendremos que salir del mercado, y si sal imos del mercado no
podremos generar los recursos suficientes para subsist ir.
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Incrementar la productividad debe ser la primera condición;
en este mejoramiento de la productividad, obviamente,
intervienen la salud y la educación.

Cualquier texto básico de economía enseña que todo
país que ha crecido lo ha hecho con la acumulación del factor
trabajo y de su calidad. El salario real del trabajador
dominicano le permite adquirir muy pocos bienes por el alto
precio de los mismos, fruto de la alta tasa de protección que
goza el empresario dominicano. Esta es la razón fundamental
por la que proponemos una reforma arancelaria, porque de
esta manera muchos dominicanos podrán consumir bienes a
menores precios. La alta tasa de protección efectiva en la
República Dominicana lo que ha hecho es mejorar el ingreso
de los empresarios y deteriorar el bienestar de los asalariados.

Es inconcebible que ante la actual situación se continúe
posponiendo la reforma arancelaria. Esta protección provocó
que en 1992 el10% más pobre de la población pagan 328
mil lones de pesos adicionales por productos que pudieron
haber comprado a precios más bajos, lo cual ha provocado
un deterioro directo en la distr ibución del ingreso. Una
reforma arancelaria en nuestro país se traduciría en un
aumento del bienestar de la población.

La transición anteriormente mencionada, implicará la
colocación ds smpresarios y de empleados en otras áreas,
pero todo conforme a las reglas de juego del capital ismo; y
mientras estemos dentro del capital ismo tendremos que
jugar con sus reglas. En todo proceso de transición es
necesario establecer metas claras e ir caminando hacia el las.
Uno de los problemas principales en nuestro país es que las
metas se establecen pero más tarde se olvidan.
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